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SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

En Lima, a los 10 días del mes de octubre de 2011, el Tribunal Constitucional en 
sesi n de Pleno Jurisdiccional, con la asistencia de los magistrados Mesía Ramírez, 
Ál arez Miranda, Vergara Gotelli, Beaumont Callirgos, Calle Hayen, Eto Cruz y 
Uf. iola Hani, pronuncia la siguiente sentencia 

Recurso de agravio constitucional interpuesto por don Óscar Eliseo Medelius 
Rodríguez contra la sentencia de la Cuarta Sala Especializada en lo Penal para Procesos 
con Reos en Cárcel de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 964, su fecha 27 
de agosto de 2010, que declaró infundada la demanda de autos. 

ANTECEDENTES 

Con fecha 16 de noviembre de 2009 el recurrente interpone demanda de hábeas 
corpus contra los vocales de la Corte Superior de Justicia de Lima, señores Napa 
Lévano, Sequeiros Vargas y León Sagástegui, y contra los vocales integrantes de la 
Primera Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República, señores 
Rodríguez Tineo, Biaggi Gómez, Barrios Alvarado, Neyra Flores y Zevallos Soto, 
denunciando la afectación a su rec s a la libertad individual , al debido proceso, a la 
motivación de las resolu . nes judic' les, a un tribunal imparcial , de igualdad y a la 
tutela procesal efectiv)Y, entre otros. 

Al respecto afirma que n fecha 25 de mayo de 2000 el representante del 
Ministerio Público formuló un élenuncia penal por los delitos de peculado y asociación 
ilícita para delinquir, sin e argo en su caso no se tramitó el procedimiento de la 
acusación constitucional pe e a que al momento de iniciarse la investigación fiscal y 
emitirse la denuncia pena ejercía el cargo de con esista, lo que lo puso en estado de 
indefensión. Al mismo tiempo indica que, c o antecedente de una acusación 
constitucional, la Como ión Permanente del Creso llegó a la conclusión de que el 
actor no incurrió en e delito de asociación il' . a para delinquir y otro, por tanto al no 
haber advertido ello os magistrados que lo zgaron, y continuado con el proceso sin 
umplir la formalidad legal del antejuici , e habría vulnerado el principio ne bis in 

1 em. Señala que la extradición de su so · efectuada por el gobierno de Estados 
idos de Norteamérica se concedió s te para que sea juzgado por los delitos de 

p culado en el grado de cómplice y a ciación ilícita para delinquir, sin mencionar 
r go o posición dentro de la jer 'de la imputación penal, resultando que fue 
c denado como cómplice primar' ribuyéndosele no sólo la falsificación de firn1as 
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d la agrupación política "Perú 2000", que fue materia del procedimiento de 
e tradición, sino también hechos respecto a unas elecciones municipales del año 1998. 

efiere que la Sala Superior no se pronunció respecto a una cuestión previa que dedujo, 
in embargo la Sala Suprema se pronunció integrando dicha articulación, lo que afectó 

su derecho de defensa ya que no pudo recurrir a otra instancia superior para defender su 
posición. Alega que no se han llamado a los principales testigos para darle consistencia 
y precisión justificante a las imputaciones, tampoco se ha realizado la valoración de las 
pruebas con criterio racional, objetivo e imparcial, ni se han recabado pruebas -como 
declaraciones- para sustentar la sentencia; del mismo modo, no se han practicado, 
conforme al ordenamiento legal, pericias de valorización que determinen el monto del 
desmedro patrimonial, ni llevado a cabo las pericias contables que permitan determinar 
la existencia y destino de los bienes. Indica que se estableció un órgano jurisdiccional 
ad hoc para su juzgamiento, es decir un tribunal de excepción conformado por los 
llamados jueces anticorrupción. Asimismo, afirma que el principio del juez imparcial 
fue vulnerado ya que el Juez de debates de la Sala Superior, así como el vocal supremo 
Biaggi Gómez, fueron cesados en sus cargos el año 1992 durante el gobierno del partido 
político por el que precisamente su persona accedió al cargo de congresista, por lo que 
habrían generado un ánimo tendencioso cargado de prejuicios y subjetividades hacia 
una de las partes. Afirma que no existe mof ción concreta, real y fáctica respecto de 
los hechos atribuidos a su persona, tampoco se rgumenta de manera racional cada una 
de las hipótesis que sirven de sustento de la entencia, tampoco se precisa el tipo de 
complicidad atribuido a su persona ni iste pronunciamiento en cuanto a la 
prescripción de la acción penal que h planteado, y es que si la sala señala 
contradictoriamente que la asociación se nició el año 1990 y luego precisa -en otro 
párrafo- que empezó a operar el año 1 97, entonces debe computarse la prescripción 
desde el año 1990 porque es lo más f: orable al recurrente; a ello se debe agregar que 
fue condenado como cómplice pro ario cuando su defensa estuvo centrada en 
desvirtuar la imputación hecha com partícipe. Por otra parte señala que a varios de sus 
coprocesados denunciados por delito de asociación ilícita para delinquir les 
concedieron su pedido de prescri ción de la acción penal, sin embargo a su persona no 
se le aplicó de oficio ello; asimismo que se abso lÓ a otros procesados del cargo de 
asociación ilícita para delinquir indicando qu cierta agrupación política no tenía 
finalidad criminal, no obstante a él no lo absolv' on. 

Realizada la investigación sumaria el demandante ratifica los términos de la 
nda y precisa que fue acusado como artícipe del delito de peculado y sentenciado 
cómplice del delito de peculado, e extraditado por el delito de asociación ilícita 

delinquir referido a hechos rela nados con la agrupación política "Perú 2000" 
p fue sentenciado por haber ap do al partido político "Vamos Vecino" cuando 

I ca fue juzgado ni acusado, indo dosele además que iba a ser sentenciado por este 
último hecho ya que los hechos erú 2000 habían sido declarados lícitos y absueltos 

007.02 
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los ¿rocesados, contexto por el que no pudo realizar la defensa correspondiente. Agrega 
qu~ cuando se inició el proceso en el mes de marzo de 2000 era congresista y por ello 
so citó el levantamiento de su inmunidad, sin embargo ello no se hizo. 

Por otra parte, los vocales emplazados, indistintamente, solicitan que la demanda 
s a declarada infundada y señalan que los argumentos del demandante constituyen u-v imples apreciaciones subjetivas frente a un pronunciamiento judicial que le fue 

esfavorable, pues la cuestión previa sí fue objeto de análisis en doble instancia 
resultando finalmente desestimada, y el plazo de prescripción se suspendió durante el 
proceso de extradición por resolución expresa. Agregan que la ejecutoria suprema es 
congruente y se encuentra motivada llegándose a la convicción de la culpabilidad del 
encausado por los delitos imputados, por lo que se remiten a sus fundamentos . 

El Quincuagésimo Juzgado Penal de Lima, con fecha 12 de julio de 2010, 
declaró infundada la demanda por considerar, principalmente, que de los argumentos de 
las resoluciones cuestionadas se advierte que el tema del levantamiento del fuero 
parlamentario y la cuestión previa han sido debatidos y plasmados resultando que los 
delitos imputados no eran de función sino comunes y que la protección parlamentaria no 
le alcanzaba por haber cesado en su cargo en el mes de julio de 2000. Por otra parte 
señala que no había transcurrido la prescripción ya que su cómputo es desde el 
momento que se desactivó la asociación para delinquir, que fue en setiembre del año 
2000, cuando se desc nó e primer acto de corrupción. Agrega que se encuentra 
motivado que el demandant tuvo ocasión de defenderse de todos y cada uno de los 
elementos de hecho que co ponen las modalidades delictivas de los delitos por los que 
fue instruido y condenad , sí se determina la modalidad de los delitos por los que ha 
sido extraditado, las co clusiones de la Comisión del Congreso de la República que 
decide que no ha incu ido en delitos son independientes del resultado a que arriba el 
proceso penal y qu el actor ha sido procesado por un tribunal predeterminado y 
sometido a un proc imiento previamente establecido. 

La Sala uperior revisora confirmó la solución apelada básicamente por sus 
ismos funda entos y afirma que si bien el nunciamiento de la cuestión previa fue 

itido en la parte resolutiva de la sente 1 , sin embargo ello fue subsanado por la 
ala Suprema emplazada, por lo que se ha vulnerado los derechos del actor, 
regando que la prescripción no opera o que ella se suspendió por el plazo de 2 años, 
meses y 2 días, además que la ejec tria suprema indica que la apreciación de los 

, iferentes grados de participación de c 'la no importa una modificación de los hechos 
esenciales de la acusación; y que a vulnerado el derecho al Juez natural ya que 
resulta legítimo que se disponga n ub especialidad en el ámbito penal y los jueces 
que lo juzgaron tenían dicha ca d desde antes de su designación para ejercer la sub 
especialización. 
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~ 
El objeto sustancial de la demanda es que se declare la nulidad de todo el proceso 
penal N.o 39-2001 en el que el recurrente fue condenado a 8 años de pena privativa 
de la libertad por los delitos de asociación ilícita para delinquir y peculado, 
sustentándose tal pretensión en señalar que en su caso no se tramitó el 
procedimiento de la acusación constitucional pese a que a la fecha de la 
investigación y denuncia jiscal ejercía el cargo de congresista, procedimiento de 
connotación constitucional sin la cual no debió iniciarse el cuestionado proceso 
penal. Se agrega que se continuó con el proceso penal sin haberse advertido que la 
Comisión Permanente del Congreso, como antecedente de una acusación 
constitucional, llegó a la conclusión de que el actor no incurrió en el delito de 
asociación ilícita para delinquir y otro, lo que vulneró el principio ne bis in ídem. 

De otro lado, de los hechos de la demanda este Colegiado advierte alegaciones 
destinadas a pretender la nulidad de la Sentencia condenatoria de fecha 13 de 
noviembre de 2008, y su confirmatoria por ejecutoria suprema de fecha 1 de julio 
de 2009, a saber, que: a) la extradición del actor se concedió solamente para que 
sea juzgado por los de ' s peculado en calidad de partícipe y de asociación 
ilícita para delinquí In menc' nar rango o posición respecto dentro de la jerarquía 
de la imputaci' penal del tlelito, sin embargo fue condenado como cómplice 
primario cU§Jl'Íao su defen estuvo centrada en desvirtuar la imputación hecha 
como partícipe del delito e peculado, lo que habría afectado el derecho de defensa; 
b) se estableció un órg o jurisdiccional ad-hoc para su juzgamiento, es decir un 
tribunal de excepción onformado por los llamados jueces anticorrupción; aunado a 
ello el Juez de deba s de la Sala Superior, así como uno de los vocales supremos, 
fueron cesados en us cargos el año 1992 durante el gobierno del partido político 
por el que precisa ente su persona accedió 1 cargo de congresista, por lo que se 
habría vulnerado los derechos al Juez ural y al Juez imparcial ; e) la Sala 
Superior no se pronunció respecto a u cuestión previa referida a la acusación 
constitucional, sin embargo la Sala uprema se pronunció integrando dicha 
articulación, lo que afectó su derec de defensa ya que no pudo recurrir a otra 
instancia superior para defender su sición, lo que habría vulnerado el derecho a la 
pluralidad de instancia; d) a vario ae los coprocesados del actor -denunciados por 
el delito de asociación ilícita ara delinquir- se les concedió sus pedidos de 
prescripción de la acción pe pero a él no se le aplicó dicha prescripción de 
oficio, cuestionamiento qu a juicio de este Tribunal implica una supuesta 
afectación al derecho a u ato igualitario al actor respecto de sus coinculpados. 
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Agrega que no existe pronunciamiento en cuanto a la prescripción de la acción 
penal que ha planteado; e) no existe motivación concreta, real y fáctica respecto de 
los hechos atribuidos a su persona, tampoco se argumenta de manera racional cada 
una de las hipótesis que sirven de sustento de la sentencia ni se precisa el tipo de 
complicidad atribuido a su persona; f) fue condenado atribuyéndosele no sólo los 
supuestos hechos delictuosos que fueron materia del procedimiento de extradición, 
sino también respecto a otros hechos acontecidos en años anteriores; y que g) 
presuntamente no se habrían llamado a los principales testigos para darle 
consistencia y precisión justificante a las imputaciones, tampoco se ha realizado la 
valoración de las pruebas con criterio racional, objetivo e imparcial, ni recabado 
pruebas (declaraciones), practicado pericias de valorización que determinen el 
monto del desmedro patrimonial y las pericias contables que permitan determinar la 
existencia y destino de los bienes. 

Cuestión previa 

2. De manera previa al pronunciamiento de fondo este Colegiado advierte que en la 
demanda se presenta alegaciones destinadas a pretender la nulidad de la sentencia 
condenatoria en el sentido de que presuntamente no se habría llamado a los 
principales testigos para darl consi tencia y precisión justificante a las 
imputaciones, realizado la \.' oración d las pruebas con criterio racional, objetivo 
e imparcial, ni rec(j do prueba (declaraciones), practicado pericias de 
valorización que determinen el anta del desmedro patrimonial y pericias 
contables que permitan determin la existencia y destino de los bienes; cuestiones 
de carácter probatorio que evid temente constituyen materia de connotación penal 
propia de la jurisdicción o Binaria y no de la justicia constitucional, y que 
ciertamente exceden el ob' to de los procesos constitucionales de la libertad, Al 
respecto se debe subrayar ue conforme a lo establecido por el artículo 200°, inciso 
1) de la Constitución, hábeas corpus procede cuando se vulnera o amenaza la 
libertad individual o 1 s derechos constitucionales conexos a ella; aquello implica 
que para que proced el hábeas corpus el hec o denunciado como inconstitucional 
debe necesariamente redundar en una afecta ón directa y concreta en el derecho a 
la libertad individual o, dicho de otro modo, la afectación a sus derechos 
constitucionales conexos debe incidir de anera negativa en el derecho a la libertad 
individual. 

Por consiguiente, este extremo deemanda debe ser rechazado en aplicación de 
la causal de improcedencia conte a en el artículo 5°, inciso 1 del Código Procesal 
Constitucional, toda vez que lo echos fácticos que sustentan la demanda no están 
referidos en forma directa y ncreta al contenido constitucionalmente protegido 
del derecho a la libertad rsonal, al no ser atribución del juez constitucional 
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s~rogar a la justicia ordinaria en temas propios de su competencia. 

An , {¡sis del caso materia de controversia constitucional 

, La Constitución ha recogido en su artículo 99° la institución del antejuicio político 
y, en ese sentido, ha regulado expresamente que corresponde a la Comisión 
Permanente acusar ante el Congreso: al Presidente de la República; a los 
representantes a Congreso; a los Ministros de Estado; a los miembros del Tribunal 
Constitucional; a los miembros del Consejo Nacional de la Magistratura; a los 
vocales de la Corte Suprema; a los fiscales supremos; al Defensor del Pueblo y al 
Contralor General por infracción de la Constitución y por todo delito que cometan 
en el ejercicio de sus funciones y hasta cinco años después de que hayan cesado en 
éstas (subrayado agregado). Este Tribunal ha señalado en la sentencia recaída en el 
Expediente N.O 0006-2003-AIITC que el antejuicio es una prerrogativa funcional de 
la que gozan determinados funcionarios, con el propósito de que no puedan ser 
procesados ante la judicatura penal por los delitos cometidos en el ejercicio de sus 
funciones, sin que medie un procedimiento con las debidas garantías procesales 
ante el Congreso de la República y la consecuente acusación del propio Legislativo. 

Por otro lado, el artículo 93° de la nstitu ón establece la exención de arresto y 
de juzgamiento para los Con Istas de la epública sin la previa autorización del 
Congreso o de la Comisión Permanent , desde que son elegidos hasta un mes 
después de haber cesado en sus fu iones (excepto por delito flagrante). Al 
respecto, este Tribunal ha señalado n la sentencia recaída en el Expediente N.O 
0006-2003-AIITC que la inmuni d parlamentaria contenida en dicho precepto 
constitucional es una garantía ocesal penal de carácter político de la que son 
titulares los cuerpos legislativ' s de un Estado a favor de sus miembros, de forma 
tal que estos no puedan ser etenidos ni procesados penalmente, sin la aprobación 
previa del Parlamento, pu s su objeto es prevenir aquellas detenciones o procesos 
penales que, sobre bas estrictamente políticas, pretendan perturbar el debido 
uncionamiento del Congreso o alterar su conformación. Y es que dichos altos 

ncionarios están protegidos ante cualquier fpo de ataques injustificados que 
uedan hacerlos desatender sus principales co etidos funcionales, no obstante tal 
rotección debe guardar coherencia con 1 Igualdad que tienen con el resto de 

peruanos, tal como lo reconoce el artícul 2° de la Constitución, ya que desde el 
punto de vista constitucional sólo en 1 medida que la prerrogativa proteja a la 
persona por la función que cumple e a sociedad, podrá ser aceptado algún tipo 
de protección especial [Cfr. STC 00 2006-PIITC] . 

Entonces, en el texto constit onal se han establecido diversas formas de 
inmunidad para los altos func ' narios del Estado, como la exención de arresto y 
juzgamiento para los congre stas (artículo 93°), la acusación constitucional por 
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/~elitos de función o infracción constitucional (artículos 99°) [Cfr. STC 0026-2006-
PI/TC]. 

4~ En el presente caso se aprecia de los fundamentos de la sentencia condenatoria que 
al recurrente se le abrió proceso penal en su contra por los delitos de asociación 
ilícita para delinquir y peculado en el grado de partícipe (foja 22 de la aludida 
sentencia), imputándosele hechos relacionados a la falsificación de firmas para la 
inscripción de un partido político. En este contexto se advierte que la prerrogativa 
de la acusación constitucional que alega el actor no le alcanza toda vez que los 
ilícitos atribuidos no constituyen delitos que hayan sido cometidos en el ejercicio 
de la función encomendada por el Estado, por lo que corresponde que este extremo 
de la demanda sea desestimado. 

5. 

A mayor abundamiento cabe indicar en cuanto a la alegación del actor que sostiene 
que a la fecha de la investigación y denuncia jiscal ejercía el cargo de congresista, 
que de los fundamentos de la sentencia condenatoria se advierte que el recurrente 
cesó en sus funciones de congresista en el mes de julio del año 2000 y se abrió 
proceso penal en su contra por los aludidos delitos mediante resolución de fecha 1 
de setiembre del año 2001 (foja 22 de la aludida sentencia), cuando era un 
ciudadano común. Ello implica que tampoco le alcanzaba la prerrogativa de la 
inmunidad parlamentaria (artículo 93° de la Constitución) al haber transcurrido más 
de un mes desde el momento en el que cesó en sus funciones. A ello se debe 
agregar que la garantía procesal . nmunidad parlamentaria está referida a la 
exención del arresto (deten " por m dato judicial) y de juzgamiento (que se 
manifiesta con el auto dé apertura d instrucción), por lo que dicha protección 
especial dirigida a los congresistas o implica - conforme a la normativa penal 
aplicable al caso de autos- que se ncuentren exentos de ser investigados en sede 
fiscal , como malentiende el dem dante de los autos. 

Por otra parte, respecto a 1 alegación de la demanda en el sentido de que el 
principio ne bis in ídem h ría sido vulnerado ya que se continuó con el proceso 
penal sin advertirse que 1 Comisión Permanente del Congreso, como antecedente 
de una acusación consti cional, llegó a la co lusión de que el actor no incurrió en 
el delito de asociación' ícita para delinquir otro; cabe indicar que la conclusión a 
la que pudo arribars en dicho anteced te no comporta la eficacia de la cosa 
uzgada que impid -respecto a hecho ue la autoridad competente determine su 
licitud- se lleve , cabo una investig ión preliminar o se inicie un proceso penal, 
áxime si en el caso de autos al re rrente no le corresponde la prerrogativa de la 

acusación constitucional. Por co gu' nte, no se aprecia una doble persecución o 
doble sanción al actor que co g e la alegada afectación al principio ne bis in 
ídem en los términos que est [. unal ha interpretado de su contenido [Cfr. STC 
10 192-2006-PHC/TC]. 
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De la p esunta afectación del derecho de defensa 

6. E cuanto al cuestionamiento en el sentido de que el proceso de extradición del 
a tor habría sido concedido para que sea juzgado por los delitos de peculado en 
c lidad de partícipe y de asociación ilícita para delinquir, por lo que al haber sido 
ondenado por el delito de peculado en calidad de cómplice primario se habría 

lnerado su derecho a la libertad individual, corresponde indicar que la modalidad 
de participación delictiva (el partícipe) dentro de la jerarquía de la imputación del 
tipo penal comprende a aquellas conductas ilícitas que propiamente no 
corresponden a la autoría, siendo estas formas de participación la complicidad y la 

___ , inducción (la instigación). Por consiguiente, si se concede la extradición de una 
persona para que sea juzgada por un determinado delito en calidad de partícipe y 
luego de llevado a cabo el proceso penal se resuelve precisando que su conducta se 
adecua a dicho tipo penal en calidad de cómplice primario, entonces el delito 
materia de imputación al extraditurus no habría sido variado, por lo que no se 
configura la vulneración del derecho de defensa que se aduce en la demanda. 

De la presunta afectación de los derechos al juez natural y al juez imparcial 

7. El Tribunal Constitucional concibe el derecho fundamental al juez natural en el 
sentido de que quien juzgue sea un juez o un órgano que tenga potestad 
jurisdiccional, garantizánd e es modo la interdicción de ser enjuiciado por un 
juez excepcional, o p<5r una co isión especial creada ex profesamente para 
desarrollar funciones jurisdicci ales, o que dicho juzgamiento pueda realizarse 
por comisión o delegación. De sa manera se impide que cualquiera de los poderes 
públicos pueda avocarse al cocimiento de un asunto que debe ser ventilado ante el 
Poder Judicial o ante cual iera de los órganos jurisdiccionales especializados que 
la Constitución ha estab cido. Y es que la asignación de competencia judicial 
necesariamente debe h berse establecido con anterioridad al inicio del proceso 
[juez predeterminado garantizándose así que die pueda ser juzgado por un juez 
x post facto o por u juez ad hoc. 

n este sentido, el derecho a la jurisdicció predeterminada por la ley está expresada 
n términos dirigidos a evitar que se . zgue a un individuo en base a "órganos 
urisdiccionales de excepción" o p "comisiones especiales creadas al efecto, 

cualquiera sea su denominación". P ende, la predeterminación del Juez en la ley, 
elemento propio del concepto de jL z natural, se refiere únicamente al órgano 
jurisdiccional, y no a la crea ió anticipada de las salas especializadas que 
conocen del proceso [STC 029 - 02-HC/TC] . 
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Ir A'J1 este Tribunal lo ha señalado en reiterada jurisprudencia respecto de casos 

1~1 synilares al presente en los que se denunciaba la presunta vulneración al principio al 
} ~!Uez natural o Juez predetenninado por los juzgados y salas penales especiales. 
I I 

!¡ I i/ I Por consiguiente, este Colegiado considera que resulta infundada la reclamación del 
// demandante que refiere que se habría establecido un órgano jurisdiccional ad hoc 

j , I para su juzgamiento, es decir un tribunal de excepción conformado por los 
lamados jueces anticorrupción; pues es legítimo que se puede disponer una sub

especialización en el ámbito de la justicia penal en tanto los motivos que la 
justifican persiguen garantizar la protección de otros bienes de relevancia 
constitucional. 

De otro lado, cabe señalar que el derecho a ser juzgado por un Juez imparcial 
constituye un elemento del debido proceso reconocido expresamente en el artículo 
8°, inciso 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como en el 
artículo 14°, inciso 1, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, los 
cuales fonnan parte del derecho nacional en virtud del artículo 55° de la 
Constitución. Al respecto este Tribunal Constitucional ha señalado en la sentencia 
recaída en el Ex ediente N.O 0004-2006-PIITC [fundamento 20] que el principio de 
imparcialidad posee dos dimen . . 

a) Imparcialidad subjetiva.- Referi a a evitar cualquier tipo de compromiso que 
pudiera tener el Juez con las p. rtes procesales o en el resultado del proceso. 

b) Imparcialidad objetiva.- E a referida a la influencia negativa que puede tener 
en el Juez la estructura el sistema, restándole imparcialidad, es decir, si el 
sistema no ofrece s ficientes garantías para desterrar cualquier duda 
razonable. 

En el caso, respecto de la presunta afectación al derecho al Juez imparcial se afirma 
en la demanda que el Juez de debates de la ala Superior y uno de los vocales 
supremos que confirmaron la sentencia con natoria fueron cesados en sus cargos 
el año 1992 durante el gobierno del par!' o político por el que precisamente su 
persona accedió al cargo de congres' la, alegación que denota una presunta 
vulneración a la imparcialidad subjeti a que sin embargo no se subsume en los 
términos que este Tribunal ha señal o .respecto de su contenido; contexto por el 
que este extremo debe ser desestim o 

\ : e la presunta afectación del derec la pluralidad de instancia 

9. En el artículo 139°, inciso e la Constitución se establece, como uno de los 
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pri cipios de la administración de justicia, la pluralidad de la instancia, la cual 
mite que la decisión de la instancia inferior eventualmente pueda ser revisada 

r el superior jerárquico con el fin de corregir errores o arbitrariedades en las que 
s pudo haber incurrido. 

n el caso de autos el demandante alega que la Sala Superior no se pronunció 
especto a una cuestión previa referida a la acusación constitucional y que al 

haber emitido pronunciamiento la Sala Suprema integrando dicha articulación se 
afectó el derecho de defensa ya que [habiendo sido desestimado su pedido] no pudo 
recurrir a otra instancia superior para defender su posición. Al respecto se 
advierte de los actuados que esta garantía constitucional no ha sido afectada por los 
jueces emplazados y por tanto no se ha generado la aducida indefensión del actor. 
En efecto, se aprecia que de los fundamentos 38 al 44 de la sentencia condenatoria 
se ha abordado la alegada cuestión previa motivándose, entre otro, que "( ... ) los 
ilícitos penales imputados al acusado Medelius Rodríguez son delitos comunes y no 
funcionales ( ... ) en tal sentido el acusado ha gozado de la prerrogativa de la 
inmunidad parlamentaria ( .. . ) desde cuando se produce la elección del congresista 
hasta un mes después de dejado el cargo, esto es 27 de agosto de 2000 ( .. . ). Por 
los considerandos expuestos, se tiene que al acusado Medelius solamente le 
corresponde la prerrogativa de la inmunidad parlamentaria, la misma que cesó al 
mes de haber dejado el cargo de Congresista ( ... ); [por lo que, al no ser] necesario 
realizar previamente un antejuicio constitucional ( . .. ), el colegiado estima que no 
resulta amparable el pe· el acusado Medelius Rodríguez" ; desestimación de la 
cuestión previa planteada p r la defensa del actor que si bien no fue señalada 
expresamente en el fallo de a sentencia, fue materia de subsanación por parte de la 
Sala Suprema al integrar l aludida parte resolutiva y declarar infundada la cuestión 
preVia. 

De la prescripción de 1 acción penal y la supuesta afectación al derecho a un trato 
igualitario 

La prescripció de la acción penal es una usa de extinción de la responsabilidad 
criminal que opera limitando el ejerc· io del ius puniendi del Estado como 
consecuenc· del transcurrir del tie o, es decir extingue la posibilidad de 
investigar un hecho él, la responsabilidad del supuesto autor o 
autores del mismo. 

De otro lado, este Tribunal ha ñal o que el principio de igualdad ante la ley 
(artículo 2°, inciso 2 de la Co it Ión) también implica un derecho subjetivo que 
garantiza el trato igual entr o iguales y el desigual entre los desiguales. En ese 
sentido, a efecto de determ· '(l cuándo se está frente a una medida que implica un 
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t ato desigual, la medida diferenciadora no sólo debe sustentarse en una base 
bjetiva, sino debe resultar, además, razonable [Cfr. STC 1277-2003-HCITC]. 

n cuanto a esta temática en el caso de autos se manifiesta una supuesta afectación 
al derecho a un trato igualitario del demandante respecto de sus coprocesados, ya 
que presuntamente a varios de ellos se le concedió sus pedidos de prescripción de 
1 acción penal por el delito de asociación ilícita para delinquir sin embargo al 
actor no se le aplicó de oficio la prescripción; a ello se agrega que no hubo 
pronunciamiento judicial en cuanto a la prescripción. 

Es oportuno advertir una cuestión legal del proceso penal sub materia, que aun 
cuando no resulte gravitante para la dilucidación de la controversia constitucional 
relacionada con la prescripción que se plantea en la demanda, es pertinente 
indicarla: conforme a la normativa procesal penal de la materia, la excepción de 
prescripción puede ser deducida en cualquier estado del proceso y puede ser 
resuelta de oficio por el Juez [artículo 5° del Código de Procedimientos Penales, 
aplicable al caso]. 

En este orden de ideas, y conforme a la motivación contenida en la sentencia 
condenatoria, se tiene que el actor del presente hábeas corpus no se encontraba en 
igual condición procesal resto de sus coprocesados. Así, de la 
fundamentación de la a Ida s tencia se aprecia que el recurrente estuvo 
sometido a un proceso · e extrad' ión, temporalidad de dicho procedimiento en el 
que -conforme a lo establecido or el artículo 84° del Código Penal- se suspendió 
el plazo de la prescripción de a acción penal; en efecto, en el fundamento 90 de la 
sentencia condenatoria se s ala que mediante "resolución N° 107, de fecha 11 de 
mayo [de 2007] ( ... ) se su endió el plazo de prescripción de la acción penal desde 
el inicio del trámite de e tradición (14 de febrero de 2006 .. .), hasta que sea puesto 
a disposición de la jus cia peruana,' lo que ocurrió el 18 de abril de [2008] ( .. . )" . 
Por consiguiente, h iéndose configurado una causa legal de suspensión de la 
acción penal, que i luso fue decretada a través e un pronunciamiento judicial (del 
cual el actor alega esconocimiento), mal pue dejarse entrever que a efectos de la 
concesión de la p escripción el recurrente se ncontraba en igualdad de condiciones 
que sus coprocesados; por lo tanto, re Ita razonable que el juzgador haya 
concluido en no declarar de oficio la p, scripción de la acción penal respecto del 
delito de asociación ilícita para del' uir que se imputó al actor, no habiendo 
vulnerado el principio de igualda u a afectación se reclama, lo que se motiva 
de la sentencia condenatoria. 

e la motivación de la sentencia v 

Constitución establece los principios y derechos de la 



I,)'aLlCA D€L Il 
~q ~~ ... o G. 

U 
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

1111111111111111111 11 111111111111111111111 

EXP. N.o 03899-2010-PHC/TC 
LIMA 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL I 
PLI', NO 

FOJAS r . OOO~I2 

áSCAR ELISEO MEDELIUS RODRÍGUEZ 

clOn jurisdiccional y la observancia del debido proceso y de la tutela 
ju isdiccional; en consecuencia, cuando el órgano jurisdiccional imparte justicia, 
es á obligado a observar los principios, derechos y garantías que la Constitución 
e tablece como límites del ejercicio de las funciones asignadas. En este sentido, la 

cesidad de ue las resoluciones 'udiciales sean motivadas es un principio que 
. forma el ejercicio de la función jurisdiccional y, al mismo tiempo, es un derecho 

ndamental de los justiciables. Mediante la debida motivación, por un lado, se 
garantiza que la impartición de justicia se lleve a cabo de conformidad con la 
Constitución y las leyes (artículo 138° de la Constitución) y, por otro, que los 
justiciables puedan ejercer de manera efectiva su derecho de defensa. Esta 
exigencia de motivación de las resoluciones judiciales guarda concordancia con el 
principio de interdicción o prohibición de la arbitrariedad que tiene un doble 
significado: a) en un sentido clásico y genérico, la arbitrariedad aparece como el 
reverso de la justicia y el derecho; y, b) en un sentido moderno y concreto, la 
arbitrariedad aparece como lo carente de fundamentación objetiva, como lo 
incongruente y contradictorio con la realidad que ha de servir de base a toda 
decisión. Es decir, como aquello desprendido o ajeno a toda razón de explicarlo 
[Cfr. STC 0090-2004-AA/TC, fundamento 12]. A lo dicho debe agregarse que 
constituye deber primordial del Estado peruano garantizar la plena vigencia y 
eficacia de los derechos fundamentales, prohibiendo cualquier forma de 
arbitrariedad (artículo 44°, de la Constitución). 

12. so ciones cabe indicar que este Tribunal 
Constitucional viene señalan o en su urisprudencia que "[l]a Constitución no 
garantiza una determinada extensió oe la motivación, por lo que su contenido 
esencial se respeta siempre que e . ta fundamentación jurídica, congruencia entre 
lo pedido y lo resuelto y, por s' isma, exprese una suficiente justificación de la 
decisión adoptada, aun si est es breve o concisa, o se presenta el supuesto de 
motivación por remisión" [ ase entre otras la sentencia recaída en el Expediente 
N.O 1230-2002-HC/TC, ndamento 11]. Esto es así en tanto hay grados de 
motivación, pues la m lvación ausente re Ita inconstitucional, sin embargo la 
fundamentación jurídi a que presente un suficiente justificación que sustente lo 

uelto no resulta . nconstitucional, lo que debe ser apreciado en el caso en 
icular [Cfr. ST 02004-201 O-PHC/ C, fundamento 5]. 

lo que concierne a este ex mo de la demanda el recurrente alega que 
resuntamente no existe motivac' n c ncreta, real y fáctica respecto de los hechos 
tribuidos a su persona, tamp' m argumenta de manera racional cada una de 

las hipótesis que sirven de us. ento de la sentencia ni se precisa el tipo de 
complicidad atribuido a s e ona. No obstante, este Colegiado advierte que los 
órganos judiciales empl s han cumplido con la exigencia constitucional de 



· , 
V6 \.lCAOELf:j 

",' ~i' '" o <-

Uil! , 
.~ 
~ 

TRIBUNAL CONSTITUCIUNAL 
PLENO 

FOJAS. t O O ~) J 3 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

11111 11111111111111 11 11 1111 11 1111111111111 

EXP. N.O 03899-2010-PHC/TC 
LIMA 
áSCAR ELISEO MEDELIUS RODRÍGUEZ 

m . tivación de las resoluciones judiciales, adecuada a las condiciones legales de la 
materia, al expresar de los fundamentos que sustentan la sentencia condenatoria y 
~u confirmatoria por Ejecutoria Suprema (fojas 423 y 491) la suficiente 
.argumentación objetiva y razonable para determinar la responsabilidad penal del 
actor de hábeas corpus. 

, Al efecto, en los fundamentos de la sentencia condenatoria se sostiene que: 

~ "( ... ) al momento de dictar sentencia en el proceso principal, llevado a cabo el 23 de 
,/+ enero del año en curso, con relación a Montesinos Torres, en su calidad de autor por el 

delito de peculado, pese a los hechos probados, declaró fundad[a] la excepción de Cosa 
Juzgada por él interpuesta, en razón de que habían sentencias condenatorias por el 
delito de peculado, en calidad de autor, por los mismos hechos, esto es, el uso de las 
denominadas reservas uno y dos de los dineros del SIN ( . .), pero conforme a la 
referida Ejecutoria Suprema de fecha 25 de setiembre de 2008, recaída sobre dicha 
sentencia en el Recurso de Nulidad 1085-2008, que declaró haber nulidad en este 
extremo, y dispuso se efectúe un nuevo juicio oral, esta situación no impide que este 
Colegiado resuelva sobre el fondo respecto a este delito en lo que refiere al acusado 
Medelius Rodríguez, quien es encausado en calidad de cómplice, debido a que 
Montesinos Torres ya tiene más de una sentencia firme por el delito de peculado en 
calidad de autor ( . .). [S]e tiene probado que Vladimiro Montesinos Torres ( .. .) como 
miembro principal de la asociación ilícita que instauró, tenía como principal finalidad 
la de lograr la reelección del ex r . nte Fujimori para que siga gobernando 
indefinidamente, realizando par o un onjunto de actividades ilícitas para lograr 
ese fin; es así que como je de facto 1 SIN llegó a administrar dinero del erario 
nacional ( .. .). No cabe (ja que el ac sado Medelius Rodríguez, ha sido una persona 
del entorno de Mont inos Torres, y amo tal ha concurrido al Servicio de Inteligencia 
Nacional, hecho que es[tá] corrob ado ( .. ), [resultando que a]nte estas circunstancias 
y ante la necesidad de cubrir .. .) los gastos que ocasionaría la inscripción del 
movimiento político Frente Nac 'onal Independiente Perú 2000 y posteriormente alianza 
electoral Perú 2000 ( .. ), dec 'de apropiarse del dinero del erario nacional, contando 
con el auxilio y cooperación 'del acusado Medelius a quien al final iba a recaer toda la 
administración del dinero ícitamente apropiado ( .. .). [Se] arriba a la conclusión que 
la participación del acus do Medelius en os hechos fue primordial, sin el cual no se 
hubiese perpetrado el echo ilícito (... en tal sentido se encuentra acreditada su 
participación como complice primari [del delito de peculado] ( .. )". En cuanto al 

elito de asociación ilícita que se at . uye al actor se señala que este "( . .) tuvo un rol 
rotagónico en dicha asociación, haber estado a cargo del proceso de la inscripción 
el Frente Independiente Nacio 1 Perú 2000, a partir de setiembre de 1999, y fue la 

persona que a través de sus em eados alquiló ( .. ) los inmuebles donde se desarrolló el 
llenado de los planillones q fu ron presentados ante la ONPE ( .. .). [D]e otro lado, 
fue en su persona en la que ec yó la labor de efectuar todos los pagos que ocasionaría 
dicho trabajo ilegal, as' c o el pago al personal especializado que apoyó a la 
actividad ilícita ( .. ), fo persona que se encargó de llevar a las personas al SIN para 
conseguir sufin ilícit, 'echo que se ha corroborado ( .. ). [E]stamos ante un delito que 
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,,~t . 
; / por su propia naturaleza se criminaliza [con] el solo hecho de pertenecer a una 
, organización, asociación o agrupación de personas que tiene jines delictivos ( .. ), en ,1 tal sentido es irrelevante si participó el Frente Independiente Nacional Perú 2000 en el 

, proceso electoral ( . .). [S]e encuentra acreditada la comisión del delito y la 
responsabilidad penal del acusado ( .. .) que en su condición de Congresista de la 
República ( .. .) coordinó sus acciones delictivas desde las instalaciones del Servicio de 

I " / Inteligencia, con el ahora sentenciado Montesinos Torres ( .. .); acordaron la 
~ inscripción de un movimiento político, distinto al partido de gobierno, Frente Nacional 
,- ' I Independiente Perú 2000, para que inmediatamente una vez inscrito este movimiento 

i 

, / formaran la alianza Electoral Perú 2000, la misma que se firmó en las instalaciones del 

I 
I 

SIN, con la participación activa del acusado Medelius; así como con los demás 
secretarios de los movimientos políticos del gobierno, esto es Cambio Noventa, Nueva 
Mayoría y Vamos Vecino ( .. ). CONDENARON a OSCAR ELISEO MEDELIUS 
RODRÍGUEZ ( .. .) como autor del delito contra la Tranquilidad Pública - Asociación 
Ilícita Para Delinquir, y como cómplice primario de[l] delito contra la Administración 
Pública - Peculado ( .. .)". 

Por su parte la Sala Suprema emplazada a través de la resolución confirmatoria 
señala que: 

"( .. .) Oscar Eliseo Medelius Rodríguez, cuyo juz 'ento foe autorizado en el proceso 
de extradición, por el Gobierno de Estados Unidos e América, est[á] relacionad[oJ a 
su participación activa en el proceso de falsifica ón de firmas en los planillones de 
adherentes a la agrupación política "Perú 200 ( .. .), se le imputa ( .. .) su presunta 
participación en el delito de peculado cometid por Vladimiro Montesinos Torres ( .. ) 
atribuyéndosele haber recibido de éste fondo públicos, con el que sustentó la referida 
actividad ilícita de la falsificación de jiras ( .. ), se ha probado la confianza entre 
ambos y el interés común: la reelec ón del ex presidente Fujimori ( .. ), dicho 
patrimonio estatal fue destinado a la e tructuración de la agrupación de personas que 
debía lograr la inscripción del movi iento político en referencia, habiendo estado a 
cargo, Medelius Rodríguez del m tenimiento económico de éste, mediante el dinero 
que recibió de Montesinos Torre ( .. .). [De otro lado], se imputa a Medelius Rodríguez 
haber conformado ese grupo " estinado a meter delitos con el único propósito de 
lograr la reelección del ex presidente ( .. .) bien los hechos ocurridos entre octubre y 
diciembre de mil novecientos noventa nueve fueron declarados lícitos, ello no 

esvirtúa esta imputación ( .. .) la con ena [en este extremo] se sustenta no en haber 
cometido delitos a través de esta or nización criminal, sino en haberse incorporado a 
la misma y haber permanecido (... la asociación ilícita no sólo se configura cuando los 
mes de la organización son ilí l/os, sino también cuando los fines intermedios tiene 

dicha naturaleza ( .. .). [S]e ha s ablecido la existencia de la [asociación ilícita] y que, 
como tenía conocimiento M ius Rodríguez de la existencia de [éJsta (lo cual no lo 
convierte en autor de dich elito .. .) decide incorporarse a dicha asociación en el año 
mil novecientos noventa ueve, fecha a partir de la cual recién interviene como autor 
(..). Por estos funda tos: declararon NO HABER NULIDAD en la sentencia de 
fecha trece de novie 
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En efecto, del texto citado este Colegiado aprecia que las resoluciones judiciales 
cuestionadas no resultan inconstitucionales en tanto manifiestan una motivación 
razonada que describe de manera suficiente los hechos criminosos imputados al 
recurrente, su participación en aquellos y la adecuación de su conducta a los tipos 
penales que dieron lugar a la condena en su contra, contexto por el que los 
pronunciamientos judiciales cuya nulidad se pretende deben ser validados en tanto 
resultan acorde a la exigencia constitucional de la motivación de las resoluciones 
judiciales recogida en el artículo 139°, inciso 5 de la Norma Suprema, pues 
conforme a lo anteriormente expuesto, la descripción razonada y suficiente que 
sustente su decisión adoptada denota la ausencia de la acusada 
inconstitucionalidad, lo que acontece en el caso de autos, máxime si conforme a lo 
expuesto en el fundamento 10, supra, la no declaración de la prescripción de oficio 
se encuentra motivada. 

A mayor abundamiento, la alegación en el sentido de que no se habría precisado el 
tipo de complicidad que se atribuye al actor penal, queda desvirtuada, por cuanto 
de los argumentos de la sentencia condenatoria se describe los hechos que a juicio 
de la justicia penal ordinaria serían constitutivos del delito de peculado -
precisándose tanto de los considerandos como de la parte resolutiva de la 
sentencia- que fue en la modalidad de cómplice primario. 

15. Por último, este Colegiado d adve r del informe oral realizado por la defensa 
del recurrente que se realizó en la fec a de la vista de la causa del presente hábeas 
corpus (12 de enero de 2010), 1 aseveración de que al actor se le habría 
condenado como cómplice sin qu exista un autor, no resulta ser cierta por cuanto 
en los fundamentos de la sente cia condenatoria (señalados en el fundamento 13, 
supra) se expresa que el aut está inmerso en el proceso principal en el que él 
dedujo la excepción de co juzgada a su favor, en tanto cuenta con más de una 
sentencia firme por el deli de peculado. 

16. En consecuencia, la manda debe ser esestimada al no haberse acreditado la 
vulneración a los de echos constitucion es alegados en los hechos de la demanda, 

conexidad con el derecho a la libe d individual del recurrente. 
/ 

r estos fundamentos, el Tribun 
nstitución Política del Perú 

stitucional, con la autoridad que le confiere 

vulneración al derecho 
los fundamentos 3 a 16 

emanda de hábeas corpus al no haberse acreditado la 
libertad individual del actor, conforme a lo expuesto en 

la presente sentencia. 
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2. Declarar IMPROCEDENTE la demanda en cuanto a la pretendida nulidad de la 
sentencia condenatoria q s tenta argumentos e egalidad propias de la 
jurisdicción ordinaria, c forme a lo expues n el fundament 2, supra. 

/ / / ) I 
Publíquese y notifíquese 

ss. 
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